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Resumen 
En el marco del posacuerdo que actualmente atraviesa Colombia, se fijaron una serie de 
estrategias para la desmovilización, entrega de armas y reincorporación de los 
excombatientes desde los ámbitos económicos, políticos y sociales. En ese sentido, es 
importante realizar una revisión minuciosa de lo acordado con los excombatientes de las 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia – Ejército del Pueblo (en adelante FARC-
EP) acerca de su reincorporación en el ámbito político y el alcance de este, para ello se 
planteó como objetivo principal identificar si la reintegración política de los excombatientes 
de las FARC-EP contempla dentro de su proceso los fines la justicia transicional 
internacionalmente reconocidos.  
Palabras clave: Colombia, Posacuerdo, Desmovilización, Reincorporación Social, 
Participación en Política. 
 
Abstract 
Within the framework of the post-agreement that Colombia is currently going through, a 
series of strategies were established for the demobilization, delivery of arms, and 
reincorporation of ex-combatants from the economic, political, and social spheres. In this 
sense, it is important to carry out a thorough review of what was agreed with the former 
combatants of the Revolutionary Armed Forces of Colombia - People's Army (hereinafter 
FARC-EP) regarding their reincorporation in the political sphere and the scope of this, for 
this the main objective was to identify if the political reintegration of former FARC-EP 
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combatants includes the internationally recognized goals of transitional justice within its 
process. 
Keywords: Colombia, Post-agreement, Demobilization, Social Reincorporation, 
Participation in Politics. 
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El presente artículo de reflexión se centra en el análisis del proceso de reintegración de los 
excombatientes de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, Ejército del Pueblo 
(en adelante FARC-EP) abordado desde las dimensiones jurídica, socioeconómica y política 
de este proceso. Para comprenden como este proceso debe es integral y debe materializarse 
en cada una de las dimensiones analizadas, especialmente la dimensión política.  
A partir de lo anterior, se realiza un análisis de las condiciones de participación en política 
de los excombatientes, haciendo una comparación de la forma en la cual se pactó en el texto 
final del acuerdo de paz (en adelante Acuerdo Final) y la forma en la cual se ha materializado 
dicha participación en la actualidad.  
Dicho análisis, este revestido de importancia en la medida que permite evaluar el contexto 
de la participación en política de los excombatientes y su adecuación a las finalidades de 
verdad y justicia en materia de justicia transicional en el marco del posacuerdo en Colombia.  
En consecuencia, la pregunta de investigación planteada es la siguiente ¿Las condiciones de 
participación política de los excombatientes de las FARC-EP cumple con los fines de justicia 
transicional en materia de verdad y justicia? Teniendo de presente que, por condiciones se 
entienden aquellos parámetros de sometimiento a la justicia fijados para que los 




Se persigue como objetivo general, identificar si el proceso de reincorporación desde su 
dimensión política se ajusta a los fines de la justicia transicional, esto desde la revisión de las 
condiciones bajo las cuales se está dando la participación en política de los excombatientes 
en el contexto colombiano. 
 
Dado lo anterior, para responder a la pregunta de investigación se han planteado tres objetivos 
específicos, a saber, el primero pretende identificar las dimensiones del proceso de 
reincorporación de los excombatientes de las Farc-EP en Colombia con el fin de describir los 
componentes esenciales de este proceso.  
El segundo objetivo específico, busca analizar los alcances de la reincorporación política de 
los excombatientes en el acuerdo final de paz en Colombia con la finalidad de hacer una 
revisión de las condiciones que se han establecido para la participación en política de los 
excombatientes. Por último, se pretende determinar si el proceso de reincorporación política 
se enmarca en los principios de verdad y justicia en materia de justicia transicional. Y para 
finalizar, se presentan unas breves conclusiones. 
 
Metodología 
El método de investigación utilizado en la presente investigación fue el método deductivo, 
con una directriz cualitativa bajo una estrategia analítico-descriptiva, desde un enfoque 
sociopolítico y legal que mediante el análisis de la visión general del proceso de 
reincorporación de excombatientes y los elementos de la justicia transicional procede a 
realizar un acercamiento a la situación colombiana desde este ámbito.  
En consecuencia, los objetivos específicos se encuentran alineados con la pregunta de 
investigación planteada y tienen concordancia con los aspectos que se desean verificar sobre 
el tema objeto de estudio. En ese sentido los tres ejes planteados tienen relación concreta con 
el proceso de reincorporación de excombatientes y sus dimensiones, profundizando en la 
dimensión política, para posteriormente analizar los fines de verdad y justicia en los procesos 
de justicia transicional para de esta forma dar respuesta a la pregunta de investigación.  
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En esa medida, se desarrollará en dos fases: la primera es exploratoria, la cual buscará 
describir y analizar las diferentes formas de implementación del Acuerdo de Paz, 
específicamente en el marco de la reincorporación. La segunda, caracterizada bajo una 
estrategia descriptiva, que busca dar cuenta de los aspectos característicos del análisis, con 
el fin de lograr descripciones detalladas de los fenómenos estudiados, desde diferentes 
perspectivas de participación popular y de democratización del ejercicio, pues bajo estos 
paradigmas se enfoca en que el análisis se describa con ayuda de fuentes primarias y 
secundarias que se ven inmersas en el ejercicio proporcional de la investigación. 
En esencia, se acogen los presupuestos de investigación señalados por Agudelo (2018) y Van 
Dalen y Meyer (2006) para el desarrollo de las conclusiones de la investigación a través de 
la aplicación de la hermenéutica doctrinal y jurisprudencial.  
Así mismo, la técnica de recolección de informacion utilizada fue el análisis documental que 
se ejecutó en una etapa inicial de rastreo, seguido de una clasificación de las fuentes primarias 
y secundarias encontradas, para proceder con la selección, lectura y análisis de los 
documentos (Castro, 2017), es importante señalar que el presente estudio no requiere de la 
validación de la información recolectada en la medida que no se realizó trabajo de campo.  
Con lo anterior, se deduce que su alcance proyectivo debido a que en el Derecho hay eventos 
que no se producen conforme al deber ser, y que, por ende, conviene modificar, dada la 
prexistencia de problemas por resolver. Es allí donde la tarea del investigador se dirige a 
diagnosticar el problema (evento a modificar), explicar a qué se debe (proceso causal) y 
desarrollar la propuesta con base en esa información (Hurtado de Barrera, 2010).  
Bajo los estigmas de una hipótesis se pretende deslumbrar que las condiciones del proceso 
de participación política de las FARC-EP requieren para Colombia, un necesario acuerdo de 
paz llevado por una Justicia Transicional, en el efecto de que sirva para las víctimas y para 
el proceso de reincorporación que vive Colombia. 
1. Dimensiones del proceso de reincorporación de los excombatientes. 
El acuerdo de paz firmado entre el gobierno colombiano y el grupo armado denominado 
Fuerzas Armada Revolucionaria de Colombia, Ejército del Pueblo (en adelante FARC-EP) 
contempló de manera explícita en su contenido puntos específicos que hacen referencia a la 
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reincorporación de los excombatientes, y se planteó para ello una serie de acciones concretas 
(Bermúdez-Tapia, M., Sierra-Zamora, P. A., & Fernández-Osorio, A. E., 2020). 
Precisamente, como lo afirman Sierra, Cubides y Mejía (2018) la construcción de este 
acuerdo integró aportes de la comunidad internacional; así como también de organizaciones 
nacionales. Con lo anterior, se buscó que el proceso de reincorporación se desarrollará de 
manera integral y contemplará las necesidades reales de los excombatientes. En 
consecuencia, se plantea este proceso desde dimensiones específicas que atiende los 
compromisos que se pactaron entre las partes que firmaron el acuerdo.  
La Agencia para la Reincorporación y la Normalización colombiana (2020) concibe la 
reincorporación como el “proceso de estabilización socioeconómica de los excombatientes 
que entregaron sus armas, en el marco de la firma del Acuerdo Final entre el Estado y la 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia - Ejército del Pueblo (Farc-Ep)” (p.1). En 
esta definición coincide Ramos (2016) quien además explícitamente habla de una serie de 
variables que componen este proceso, como la dejación de armas, el sometimiento a la 
justicia entre otros.  
Dichas las anteriores generalidades de la reincorporación, es conveniente mencionar que este 
contempla varias dimensiones, como lo indican Castrillón y Cadavid (2017) el proceso si 
bien es integral se puede subdividir en tres ámbitos específicos a fin de evaluar con mayor 
facilidad su implementación.  
Estos ámbitos o dimensiones son la jurídica en primer lugar, el socioeconómica que hace 
referencia a la integración a la sociedad de los excombatientes, y la oferta de alternativas 
productivas a las que podrán acceder para tener condiciones de vida digna (Escobar, Luna y 
López, 2019).  
Por último, está la dimensión política, que comprende la posibilidad de participación en este 
ámbito de los excombatientes, de modo que puedan exponer sus ideas en un marco 
democrático. Ya que como lo indica Perilla (2017) la identificación de las dimensiones 
permite desarrollar el problema planteado y así mismo facilita la formulación de los 
conceptos de interrelación de cada una, es por ello, que al realizar un análisis como el que se 
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evidencia a continuación, se pueden observar con mayor facilidad las debilidades y fortalezas 
del proceso de reincorporación desde análisis específicos.  
Dicho esto, es necesario profundizar sobre cada una de las dimensiones que integran el 
proceso de reincorporación de los excombatientes de las FARC-EP. 
1.1 Dimensión jurídica del proceso de reincorporación:  
Esta dimensión hace referencia a aquellos requisitos que deben cumplirse previamente por 
los excombatientes para el acceso a los programas de reincorporación, en ese sentido en 
primer lugar es importante mencionar que desde el acuerdo de paz se estableció que el primer 
paso para poder acceder a este proceso es la acreditación y el tránsito a la legalidad de los 
excombatientes (Quintero, 2019).  
Lo anterior, consiste en la entrega de una lista por parte de las FARC-EP al gobierno nacional 
donde se consignarán los nombres de todos los excombatientes, en estas listas se podrán 
incluir a personas que hayan pertenecido a este grupo armado y se encuentren privadas de la 
libertad. Posteriormente, será expedido un acto administrativo por parte de la Oficina del 
Alto Comisionado para la Paz que acredita a los excombatientes para que puedan acceder a 
los programas de reincorporación.  
Ahora bien, sobre el sometimiento a la justicia de los excombatientes es conveniente anotar 
que el legislador expidió la Ley 1820 de 2016 que hace referencia a las amnistía, indulto y 
tratamientos penales especiales que se darán a las personas que hayan cometido delitos de 
tipo político y conexos en el marco del conflicto armado en Colombia como se encuentra 
plasmado en los artículos 153 y 16.  
Al respecto señalan Ambos y Cote (2019) taxativamente lo siguiente: 
(…) La Sala tendrá a su cargo tareas complejas, particularmente, la aplicación de los 
términos de “delitos políticos y conexos” a los casos concretos y su delimitación de 
los crímenes de lesa humanidad, por un lado, y del narcotráfico por el otro. Si bien 
las exclusiones previstas en la ley arriba mencionadas, como sostienen los autores y 
                                                             
33 ARTÍCULO 15. AMNISTÍA DE IURE. Se concede amnistía por los delitos políticos de “rebelión”, 
“sedición”, “asonada”, “conspiración” y “seducción”, usurpación y retención ilegal de mando y los delitos que 
son conexos con estos de conformidad con esta ley, a quienes hayan incurrido en ellos. 
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autoras de este Comentario, garantizan la conformidad de la ley con los estándares 
internacionales (siendo en algunos casos incluso más exigentes que esos estándares), 
la interpretación y aplicación de esos términos jurídicos abstractos requiere sin duda 
un amplio bagaje jurídico, así como sensibilidad y sutileza de las y los magistrados 
de la JEP (p. 19).  
Por lo tanto, en la medida que reviste a la JEP de autonomía para que considere otros tipos 
penales como delitos conexos a aquellos de carácter político, y en ese contexto pueda abrir 
la posibilidad a que excombatientes que cometieron diversos delitos puedan acceder a 
amnistías e indultos, aun cuando el legislador no haya señalado los tipos penales de los que 
se les acusan como conexos a los delitos políticos.  
En este orden de ideas, esta Ley fija la competencia de la Sala de indulto o amnistía de la 
JEP, y advierte de la necesidad de suscribir actas de comparecencia ante esta jurisdicción por 
parte de los miembros de las FARC-EP que se encontraban condenados en establecimientos 
carcelarios y en virtud de esta Ley recobraran la libertad.  
En segundo lugar, dentro del acuerdo final de paz, se pactó la creación de una Jurisdicción 
Especial para la Paz (en adelante JEP) que es el organismo de justicia transicional que 
investigará y juzgará los delitos cometidos en el marco del conflicto armado de los 
excombatientes de las FARC-EP y otros actores que soliciten el sometimiento ante este 
(Mazuera y Pabón, 2020).  
En esa medida, la JEP tendrá a su cargo la definición de la situación jurídica de los 
excombatientes, no obstante, para que los excombatientes accedan a los procesos de 
reincorporación dentro de la normatividad fijada no se considera como un requisito la 
definición de su situación jurídica ante esta jurisdicción, esto resulta una de las deficiencias 
en el marco del proceso de paz, teniendo en cuenta que no ha existido un proceso de 
sometimiento a la justicia y en consecuencia no se han reparado a las víctimas, por lo que no 
es una situación que garantice los derechos de las víctimas. 
Ahora bien, en la Ley 1957 de 2019 “Estatutaria de la Administración de Justicia en la 
Jurisdicción Especial para la Paz” hace referencia a que, para acceder al tratamiento especial 
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de justicia de la JEP, será necesario que se aporte la verdad plena de los hechos del conflicto 
a fin de reparar a las víctimas que como lo expresa Sierra (2018), 
Es importante, desde este momento dejar en claro, que el derecho que tienen las 
víctimas del conflicto armado a una Reparación Integral se desprende del derecho a 
la tutela judicial efectiva contenido en el derecho de los derechos humanos, el derecho 
internacional humanitario y el derecho penal internacional (p. 3).  
Como se advierte en el artículo 20 de esta norma taxativamente: 
ARTÍCULO 20. REQUISITOS PARA EL TRATAMIENTO ESPECIAL. Para 
el tratamiento especial de la JEP es necesario aportar verdad plena, reparar a las 
víctimas y garantizar la no repetición. Aportar verdad plena significa relatar, cuando 
se disponga de los elementos para ello, de manera exhaustiva y detallada las 
conductas cometidas y las circunstancias de su comisión, así como las 
informaciones necesarias y suficientes para atribuir responsabilidades, para así 
garantizar la satisfacción de los derechos de las víctimas a la reparación y a la no 
repetición. El deber de aportar verdad no implica la obligación de aceptar 
responsabilidades. 
Con lo anterior se busca garantizar los derechos de las víctimas, elemento esencial en el 
marco de un proceso de justicia transicional, sin embargo, hasta la fecha los procesos de 
reconocimiento de responsabilidad y aporte de la verdad por parte de los excombatientes en 
general no se ha acreditado con claridad.  
Es importante, acotar en este punto lo mencionado por Cárdenas (2017) respecto del concepto 
de paz, donde se advierte que, un proceso de dejación de armas no es suficiente para 
conseguir la paz en el Estado colombiano, posterior a esto hay un largo camino que recorrer, 
tanto en em ámbito de la reintegración de los excombatientes, como desde el reconocimiento 
y efectiva reparación de las víctimas, solo a partir de lo anterior podrá existir una verdadera 
reconciliación. 
Dicho lo anterior, se puede adelantar una conclusión y es que el sometimiento a la JEP y la 
resolución de la situación jurídica de los excombatientes no es una condición para el acceso 
a los programas de reincorporación, si bien se ha planteado un procedimiento para definir lo 
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anterior, no se encuentra ligada concretamente a la posibilidad de vincularse a los procesos 
individuales o colectivos de reincorporación, por el contrario, los mismos son concomitantes.  
1.2 Dimensión socioeconómica del proceso de reincorporación  
Sobre este aspecto en particular, también los autores Cubides, Caldera y Ramírez (2018) 
explican la importancia respecto de que, 
 (…) el Estado debe propiciar escenarios en los cuales se garanticen los derechos de 
los excombatientes, en la búsqueda de una paz duradera y estable, que les permita 
reincorporarse a la vida y la sociedad de manera integral, sin que se vean 
discriminados, ni rechazados, mucho menos que se vulneren sus derechos por el 
hecho de haber pertenecido a un grupo armado, ello significara una verdadera 
reconciliación (p. 189).  
Consciente de lo anterior, el Estado colombiano planteó la necesidad de crear unas zonas de 
ubicación temporal para los excombatientes hasta que finalizara el proceso de dejación de 
armas y el mismo fuera verificado.  
Esto se materializó en las Zonas Veredales Transitorias de Normalización (en adelante 
ZVTN) en donde se ubicaron grupo de excombatientes que se acogieron a procesos 
colectivos de preparación para la reincorporación social, económica y política, así mismo se 
sometieron a procesos de identificación y cedulación (Carrillo, 2017).  
Esta situación resultó importante en la medida que se lograron identificar a los 
excombatientes, sin embargo, también ha tenido unos efectos adversos concretamente para 
la seguridad de los excombatientes, por ello precisamente muchos han optado por las rutas 
de reincorporación individual. 
Posteriormente, como lo señala Valencia (2019) a través de la expedición del Decreto 1274 
de julio de 2017 que es fundamental en este proceso en la medida que prorroga las ZVTN y 
las transforma en Espacios Territoriales de Capacitación y Reincorporación (en adelante 
ETCR) que en el proceso de reincorporación tiene una incidencia mucho mayor ya que se 
desarrollan iniciativas y proyectos colectivos de los excombatientes en la búsqueda de un 
ingreso económico seguro y a largo plazo.  
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Dentro de la identificación del proceso de reincorporación de los excombatientes de las 
FARC-EP, se han identificado diversos resultados de este, los cuales se pueden identificar en 
la figura 1 que se muestra a continuación:  
Figura 1. Trayectoria de los excombatientes de las FARC. 
 
Fuente: Tomado a partir de Trayectoria de los excombatientes en el posacuerdo. Fuente: 
Fundación ideas para la paz (2019). 
Como se evidencia en la figura, se han identificado varias rutas seguidas por los 
excombatientes posterior a la firma del acuerdo de paz. En ese sentido, como señala Perilla 
“se entiende que la dimensión social comprende en sí misma sujetos con múltiples y diversas 
dimensiones personales” (p. 27).  
Por ello, en el ámbito de la reincorporación se encuentran dos opciones, a saber, la primera 
de ellas hace referencia a aquellos excombatientes que en la actualidad se encuentran activos 
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en la fase de reincorporación y en ese sentido se encuentran vinculados a programas tanto 
colectivos como individuales para lograr la reincorporación efectiva.  
Esto tiene una incidencia en el ámbito social de los excombatientes, ya que les permite decidir 
si se desvinculan definitivamente del entorno o grupo social que tenían cuando pertenecían 
a las FARC-EP accediendo a la ruta individual, o si por el contrario desean continuar con las 
relaciones sociales que construyeron durante su vinculación al grupo armado para generar 
una iniciativa productiva a mayor escala (Fundación Ideas para la paz, 2019). 
Al respecto, como lo mencionan Llorente y Mendez (2019), “actualmente, solo 2.969 de los 
13202 excombatientes acreditados en el proceso de reincorporación residen en los 24 
Espacios Territoriales de Capacitación y Reincorporación (ETCR)” (p. 7),  
Por lo cual se puede inferir que, los excombatientes se vinculan en mayor medida a procesos 
individuales de reincorporación, como se evidencia en la cifra anterior. Esto tiene su 
explicación en la medida que los procesos individuales permiten a los excombatientes estar 
con sus familias, y en materia de seguridad implica una mayor garantía. 
En segundo lugar, se encuentran aquellos excombatientes que se consideran inactivos dentro 
del proceso debido a dos causas concretas, la primera es por el desconocimiento de la 
ubicación de estos posterior a la firma o a la dejación de armas, y la segunda de ellas hace 
referencia a aquellos miembros de las FARC-EP que se consideran como disidencias y 
conformaron nuevas células de este grupo armado (ARN, 2019).  
Ahora bien, es claro como lo advierte Jiménez, et al. (2019),  
(…) que el proceso de reincorporación como tal debe ser integral por lo que se 
requiere que además de los procesos que se fijen para los excombatientes se 
contemplen las condiciones de tipo jurídico que deben cumplirse para acceder a estos 
programas (p. 66).  
En ese sentido, como se mencionó, esta dimensión contempla también aspectos económicos, 
esto es concretamente aquellos proyectos productivos y oportunidades de ingresos 
económicos que puedan garantizar al excombatiente unas condiciones de vida digna en el 
marco de la legalidad. 
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En este aspecto, se contemplan aquellas oportunidades laborales, acceso a proyectos 
productivos, capacitación, entre otras que permitan que estos puedan tener diversas 
alternativas para vivir dignamente y lo más importante en el marco de la legalidad.  
Al respecto Martínez y Lefebvre (2019) señalan que, 
(…) el enfoque pactado en el acuerdo de paz acerca de la reincorporación económica 
es fundamentalmente colectivo, para lo cual se advierte la necesidad de potenciar 
formas de asociación que permitan que a través de la cooperación los excombatientes 
integren proyectos productivos sostenibles que les permita garantizar un ingreso a 
largo plazo (p. 19).  
Así mismo, en desarrollo de lo anterior, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 899 de 2017 
que establece una serie de medidas para la reincorporación de los excombatientes en el marco 
del posacuerdo. Los puntos más relevantes de este Decreto son la especificación de los 
beneficiarios de estas medidas, así como la constitución de organizaciones de Economías 
Sociales del Común, (en adelante ECOMÚN) que, como lo señalan Agudelo y Chaverra 
(2019), 
 (…) se constituyen en una iniciativa novedosa que busca que se repliquen sistemas 
de economía solidaria en los territorios a partir de la asistencia técnica y logística que 
apoyada por el gobierno nacional (p. 238).  
En consecuencia, se establece en este Decreto contiene disposiciones sobre la asignación 
única de normalización, la Renta básica, y otra serie de medidas que buscan apoyar 
económicamente a los excombatientes para que su tránsito a la legalidad se de en el marco 
de la garantía de la dignidad humana, siendo ello fundamental en este proceso de 
reincorporación (Sierra Zamora, 2018).  
Respecto de la asignación única de normalización este concepto se planteó expresamente en 
el acuerdo de paz y es en concreto, un apoyo económico que reciben los excombatientes por 
una única vez, en el momento en que finalicen ZVTN.  
El concepto anterior es diferente al de la renta básica, pues hace referencia a un apoyo 
económico que se entrega mensualmente a los excombatientes y es equivalente al 90% del 
salario mínimo mensual legal vigente, esta inicialmente se planteó por 24 meses, y en el año 
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2019 se prorrogó la hasta el 31 de diciembre de 2019 (Sacristán, 2020). Esto se planteó como 
una forma de garantizar condiciones de vida digna en el proceso de reincorporación de los 
excombatientes.  
En la figura 2, que se muestra a continuación, se puede observar con mayor detalle las 
generalidades de la renta básica y su asignación.  
Figura 2. Renta básica del Acuerdo Final. 
 
Fuente: tomado a partir de Características de la renta básica para los excombatientes, 
Forjando Paz (2019). 
Como se evidencia existe un requisito para la asignación de la renta básica mensual y este 
consiste en que el excombatiente acredite que se encuentran activo en los programas de 
reincorporación individual o colectiva, cuyo control está a cargo de la Agencia para la 
Reincorporación y la Normalización (en adelante ARN).  
Es claro, hasta este punto que desde el acuerdo de paz firmado con las FARC-EP se fijaron 
unas condiciones específicas para el tránsito hacia la legalidad de los excombatientes, desde 
la esfera económica concretamente, para ello es necesario que el gobierno nacional destine 
las partidas presupuestales necesarias anualmente a fin de cumplir con estos compromisos 
adquiridos con los excombatientes, y así mismo que se mantenga la asistencia técnica y 





1.3 Dimensión política de la reincorporación: 
En el marco de la reincorporación desde la esfera política, es menester señalar que el origen 
de grupos armados al margen de la Ley en los Estados responde en cierta medida a las 
inconformidades de un sector de la población con las políticas de un gobierno. 
Precisamente, en el punto 2 del acuerdo de paz denominado “Participación Política: apertura 
democrática para construir la paz” (Acuerdo Final, 2016) se dejaron plasmados los puntos 
acordados entre el gobierno nacional y las FARC-EP que hacen referencia específicamente 
a la participación de los excombatientes en los escenarios electorales y políticos en Colombia 
(Zambrano, 2019). 
Dentro de los aspectos esenciales señalados en el acuerdo de paz, se destaca el planteamiento 
de garantías para el ejercicio de la oposición, además de garantías de seguridad para ejercer 
la política, es relevante señalar que se identifican en este punto las necesidades de seguridad 
y prevención de organizaciones políticas y sociales, ello entendiendo el contexto de violencia 
que se presenta en Colombia en contra de líderes sociales y defensores de derechos humanos. 
Este punto, se materializo parcialmente con la expedición del estatuto de la oposición (Ley 
1909 de 2018) que dispone de una serie de garantías para el ejercicio político de aquellos 
partidos que se encuentran en la oposición, esto contemplando claramente el papel que 
tendría a la al congreso el partido político de las FARC-EP, que representa un avance en 
materia de garantías políticas: 
(…) nos encontramos frente a una serie de garantías que posibilitan de primera mano, 
por así decirlo, el derecho fundamental a la oposición en nuestro país; debido a que 
la esencia de la discusión y la refutación a ideas y argumentos emanados por el 
Ejecutivo debe catalogarse y desarrollarse en espacios totalmente iguales a los que 
éste en un primer momento los realizó (Chamorro y Revelo, 2019, p. 292). 
En consecuencia, si bien se han emitido reglas sobre el estatuto de la oposición como uno de 
los primeros puntos de la apertura democrática en el Estado colombiano, como fundamento 
de la participación en política. Es conveniente señalar que existe cumplimiento parcial en la 
medida que sobre el tema de garantías de seguridad para líderes políticos y de organizaciones 
sociales, aún no ha sido lo sufrientemente eficiente para prevenir las amenazas y homicidios 
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de líderes sociales y defensores de derechos humanos, por lo que en este punto se deben 
trabajar más.  
Por otra parte, se hace referencia a la necesidad de integrar a la visión política del país una 
perspectiva pluralista y de inclusión que permita a diferentes organizaciones sociales 
participar activamente en el ejercicio político, además de señalar como eje fundamental las 
garantías para la movilización y la protesta. En concordancia como lo señala Manzo (2018) 
(…) “este es un elemento esencial para la existencia y consolidación de sociedades 
democráticas” (p. 46).  
Ahora bien, concretamente al hablar de la participación directa en política de los 
excombatientes es esencial tener en cuenta los puntos que se señalan en la figura 4 que se 
muestra a continuación.  
Figura 3. Reincorporación Política.  
Fuente: tomado a partir de Reincorporación política excombatientes. Fuente: Forjando Paz 
(2019).  
 
Para materializar lo anterior, se expidió el Acto Legislativo 01 del 4 de abril de 2017, que 
modifica la Constitución Política fue modificada, para agregar el título "Por medio del cual 
se crea un título de disposiciones transitorias de la constitución para la terminación del 
conflicto armado y la construcción de una paz estable y duradera y se dictan otras 
disposiciones”.  
Citando expresamente el artículo 20 transitorio que señala que, 
17 
 
“Artículo transitorio 20°. Participación en política. La imposición de cualquier 
sanción en la, JEP no inhabilitará para la participación política ni limitará el ejercicio 
de ningún derecho, activo o pasivo, de participación política” (Constitución Política 
de Colombia de 1991).  
Es así, como el Gobierno colombiano con este artículo, cumple con el compromiso de 
permitir la participación en política de los excombatientes. No obstante, no existe claridad 
hasta el momento de los efectos de las sanciones que impone la JEP por ejemplo para aquellos 
excombatientes que hoy pertenecen al Senado y la Cámara de representantes y son acusados 
de crímenes de lesa humanidad. 
Más tarde, nuevamente en cumplimiento de los compromisos por parte del gobierno se 
expide el Acto Legislativo No. 03 del 23 de mayo de 2017 se sintetiza la creación de partido 
político de las Fuerza Alternativa Revolucionaria del Común (en adelante FARC), trazando 
el procedimiento para la obtención de la personería jurídica del partido de esta organización, 
y adicionalmente concediendo una financiación especial para el funcionamiento y para las 
campañas además de cinco curules por derecho propio en el Senado y cinco en Cámara en 
las elecciones de 2018 y 2022 (Melamed, 2018).  
En este punto, es relevante mencionar que, a fin de garantizar la participación en política de 
los excombatientes, se generaron una serie de medidas excepcionales frente a la financiación 
del partido político, esto implica que el Estado colombiano garantizará unos recursos anuales 
hasta 2026 para el funcionamiento de este partido (Peláez, 2018).  
Así mismo, respecto de la financiación de las campañas electorales que siguieron a la firma 
del acuerdo de paz se planteó la necesidad de que la financiación de los candidatos del partido 
FARC debía provenir de recursos estatales, con el fin de garantizar efectivamente su 
participación política (Rodríguez, 2019).  
De este modo las dimensiones señaladas con anterioridad sobre el proceso de reincorporación 
tienen una interrelación entre sí, por ello la identificación de cada una de estas en el marco 
del proceso responde a las necesidades que tienen los excombatientes para su retorno a la 
vida civil. Así entonces, en la medida que cada una de estas dimensiones se materialice, se 
cumplirá con la finalidad del proceso de reincorporación.  
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Por lo anterior, se podría adelantar una conclusión, y es que el cumplimiento efectivo de los 
compromisos que se generaron para el proceso de reincorporación resulta esencial para 
generar confianza y seguridad de los excombatientes y disminuir el riesgo de reincidencia en 
hechos delictivos. Siendo uno de los compromisos más importantes la materialización 
efectiva de la dimensión política de la reincorporación de los excombatientes que se pactó en 
el acuerdo de paz, como se evidencia a continuación. 
2. Discusiones sobre las condiciones de participación en política de excombatientes. 
En el apartado anterior, se pudo identificar el proceso de reincorporación a traves de tres 
dimensiones concretas. Cabe resaltar que la dimensión política es aquellas que ha suscitado 
mayor debate, en la medida que se han generado cuestionamientos sobre las condiciones que 
se fijaron para la participación efectiva en política de los excombatientes, por ello en este 
capítulo se analizan las criticas alrededor de este tema.  
Como lo expresa Sierra Zamora et al. (2019) los procesos de justicia transicional tienen el 
objetivo de esclarecer los hechos en los que se presentaron violaciones a los derechos 
humanos, derivado de lo anterior, se logra realizar un reconocimiento efectivo de las víctimas 
y en ese orden de ideas, lograr una reparación efectiva para estas.  
Precisamente, alrededor de la participación en política de los excombatientes se han generado 
diversas discusiones, ello teniendo en cuenta que el artículo 20 transitorio que se citó 
anteriormente hace referencia a que ninguna sanción impuesta por la JEP generara 
inhabilidad en el ámbito de participación política para los excombatientes. 
Así entonces, en diversas ocasiones se ha señalado que el alcance de este articulo deja de 
lado los objetivos del proceso de justicia transicional ante la Jurisdicción Especial para la Paz 
sobre verdad, justicia, reparación y las garantías de no repetición.  
Al respecto la Corte Constitucional ha mencionado lo siguiente: 
En efecto, es necesario comprender que la totalidad de inhabilidades e 
incompatibilidades que se determinan en la Constitución y la Ley, y que limitan la 
participación en política, han de extenderse a los miembros del partido de las FARC; 
pero como se indicó, se hace indispensable flexibilizar los requisitos y excepcionar 
los relacionados con condenas por sentencia judiciales penales que se hayan impuesto 
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por delitos que estén relacionados de manera directa o indirecta con el conflicto 
armado, que se hayan cometido con anterioridad a la firma del acuerdo de paz y que 
en la JEP no impliquen la imposición de las sanciones denominadas por el acuerdo 
de paz como ordinarias (Corte Constitucional, Sentencia C-027 de 2018). 
El análisis realizado por la Corte Constitucional expone la necesidad de revisar ciertos 
aspectos referentes a inhabilidades e incompatibilidades para participación en política 
derivadas de condenas penales. Lo anterior teniendo en cuenta que es necesario a fin de 
garantizar el acceso a la política de excombatientes flexibilizar ciertos aspectos a fin de 
garantizar la dimensión política de la reincorporación. 
En ese sentido, si bien es cierto que debe haber una serie de flexibilizaciones respecto de las 
condiciones de participación en política entendido en el marco de la justicia transicional 
planteada para este grupo armado en el acuerdo final de paz, sin embargo, lo anterior genera 
una serie de dudas respecto del cumplimiento de los criterios de verdad, justicia, reparación 
y no repetición como fines de la justicia transicional (Sierra-Zamora, y Cubides-Cárdenas, 
2018). 
Para comprender lo anterior, debe hacerse referencia a que los procesos de justicia 
transicional contemplan una serie de finalidades para que se considere como efectiva en el 
marco de un proceso de paz, como bien se observa a continuación: 




Fuente: tomado a partir de Finalidades de los procesos de justicia transicional. Fuente: 
Caribe Afirmativo (2019).  
Ahora bien, si se observa con detenimiento la manera en que se ha dado la materialización 
de la reincorporación política de las FARC-EP es importante tener en cuenta que, en primer 
lugar, se abre el espectro de la participación política en un momento en que la JEP comenzaba 
hasta ahora su creación (Gómez, 2014), por lo cual los excombatientes de las FARC-EP que 
hoy están en el Congreso de la República a la fecha están comenzando su proceso de 
sometimiento a la justicia con la expedición del Auto 019 de 2021 por parte de la JEP.  
No obstante, Melamed (2018), señala la importancia de garantizar la dimensión política de 
la reincorporación siendo esto una garantía fundamental en los procesos de justicia 
transicional. De igual modo, se concibe la participación en política como un punto esencial 
en la construcción del postconflicto, permitiendo que exista un debate acerca de las ideas en 
el marco de la legalidad.  
La JEP en este punto ha sido clara al manifestar lo siguiente: 
La contribución del compareciente ante la JEP en la satisfacción de los derechos de 
las víctimas busca dignificarlas como condición sine qua non para llegar a la 
reconciliación. Así, se ha considerado que la adopción de medidas y la toma de 
acciones solo por parte del Estado no son suficientes para alcanzar una paz estable y 
duradera, por lo cual es necesario que los victimarios contribuyan de manera efectiva 
a la satisfacción de los derechos de las víctimas, con su dignificación y, en síntesis, 
con la reconciliación nacional (p. 15).  
Si lo anterior se considera una condición indispensable en los procesos de satisfacción de los 
derechos de las víctimas, es necesario que se agilicen los procesos de reconocimiento de 
responsabilidad y juzgamiento. Un gran avance de lo anterior es precisamente que la JEP 
haya proferido el auto 019 de 2021 que formula la imputación a los mayores responsables de 
las FARC-EP e inicia un camino para concretar el elemento de verdad y justicia en el marco 






3. Revisión de los fines de la justicia transicional desde el derecho internacional a 
partir de la dimensión política del proceso de reincorporación de los 
excombatientes de las FARC. 
En este apartado, se buscará identificar si el proceso de reincorporación política se enmarca 
en los principios internacionales de justicia transicional y cómo la no exigencia de estos para 
los procesos de participación política puede considerarse violatorio de los derechos de las 
víctimas que hacen parte de este conflicto. 
Ahora bien, en el marco de lo anterior, es importante advertir, que dentro de los procesos de 
justicia transicional se debe garantizar el derecho de las víctima a recibir una reparación 
integral (Valderrama y Ortiz, 2017) que incluye medidas de verdad, justicia, reparación y 
garantías de no repetición, siendo pilar fundamental para que el proceso de justicia 
transicional realmente sea efectivo, no puede entonces, considerarse un posacuerdo si no 
existen víctimas a las que repararle sus derechos.  
Al respecto, la Corte IDH (2013) ha expresado lo siguiente: 
(…) un modelo de Justicia Transicional debe ser respetuoso de las obligaciones 
internacionales del Estado en materia de derechos humanos. La jurisprudencia del 
sistema interamericano señala que la obligación de asegurar la protección judicial 
necesaria para proteger derechos fundamentales no se encuentra sujeta a suspensión, 
aún en tiempos de guerra (p. 24). 
Precisamente en Colombia, en materia de justicia transicional en materia de sometimiento a 
la justicia de los excombatientes se profirió por el legislador la Ley 1820 de 2016 que señala 
todo lo referente a las amnistía, indulto y tratamientos penales especiales que se darán a las 
personas que hayan cometido delitos de tipo político y conexos en el marco del conflicto 
armado en Colombia. 




De esta forma, la instauración prevalente de tal concepción de justicia en un proceso 
de justicia transicional que se enmarca en un contexto de negociación política para la 
terminación de un conflicto armado interno abre la puerta a la reducción de la tensión 
entre justicia y paz, tensión que —sobre la base de una noción netamente retributiva 
de justicia— implica siempre el sacrificio inevitable de uno de estos dos valores en 
esta clase de procesos de justicia transicional (Gómez y Correa, 2015, p. 227).  
 
Conforme lo anterior, dicha concepción de justicia retributiva debe evidenciarse en la 
priorización de la reparación de las víctimas, de su vinculación en los procesos que adelanta 
la JEP, a fin de cumplir con los fines previstos en el marco del proceso de justicia transicional. 
 
Es importante advertir como lo señalan Giraldo y Bustos (2018) que la norma deja a 
discrecionalidad de la JEP la definición de aquellos delitos que se consideran como conexos 
a los delitos políticos y en consecuencia podrán ser objeto de amnistías o indultos.  
En el marco de lo anterior, es menester señalar que, es cuestionable que no exista un 
condicionamiento respecto de la participación en política de excombatientes de las FARC y 
su sometimiento a los procesos de justicia transicional y reparación a víctimas. En ese sentido 
es deseable que se adelanten de manera prioritaria los procesos de reconocimiento de 
responsabilidad e imputación a máximos responsables.  
Como lo expresa Gómez (2014), las posibles laxitudes que se cometen al momento de 
construir los procesos de justicia transicional pueden afectar que se garanticen los derechos 
la verdad, justicia y reparación de las víctimas y, en consecuencia, dejar hechos en la 
impunidad y en el olvido, privilegiando los derechos de los excombatientes, y no los de las 
víctimas, lo que ocasionaría un efecto totalmente contrario a lo que se busca. 
En consecuencia, si no hay un sometimiento a los procesos de justicia transicional ante la 
Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) y aun así, muchos excombatientes hoy hacen parte de 
procesos democráticos y políticos, esto genera en las víctimas y en la sociedad, una sensación 
de impunidad, más cuando no ha cumplido con los procesos de reparación a víctimas, ni el 
reconocimiento de los delitos cometidos en desarrollo del conflicto armado interno, ni el 
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sometimiento a procesos donde se reconozcan y juzguen estos delitos, ni la Justicia 
Transicional.  
Del mismo modo, como lo expresa Palou-Loverdos (2018) es imprescindible que exista un 
compromiso real de los excombatientes frente a la revelación de la verdad de los hechos del 
conflicto, ya que solo a partir de esto se logrará construir la memoria histórica legítima del 
conflicto armado interno, en el cual se reconozca a las víctimas, los hechos y las verdades 
que debe contener todo el proceso de justicia transicional ante la JEP.  
Como lo expresa Gómez (2017) la reconciliación real en el marco del posacuerdo únicamente 
es posible si se observa de parte de los excombatientes una verdadera voluntad para reconocer 
los hechos y contribuir a la verdad, justicia y reparación. Que hoy en día exista representación 
política del partido FARC y se observe la negación de hechos plenamente verificados y 
documentados como el reclutamiento de menores, por ejemplo, refleja las debilidades del 
acuerdo de paz. 
En este mismo orden de ideas, como lo advierten Sierra y Bermúdez (2018) existen falencias 
respecto del reconocimiento como víctimas de aquellos miembros de las fuerzas militares en 
Colombia, una situación que a la fecha no es clara, por el contrario, se ha observado que no 
es una prioridad dentro del proceso de justicia transicional, lo que representa una vulneración 
a los derechos de estos.  
Sumado a lo anterior, frente a la entrega de bienes a los que se había comprometido en su 
momento las FARC-EP, y de los cuales entrego en inventario en el año 2017 en el marco del 
proceso de dejación de armas, en dicha lista se incluyeron todo tipo de bienes, tanto obras de 
infraestructura como dinero y bienes muebles e inmuebles.  
Como lo advierte Uribe et. al. (2021), muchos de los bienes entregados no pueden 
monetizarse, debido a que no se pueden comercializar, en ese sentido, en el Decreto 903 de 
2017, que señala que con lo obtenido de los bienes entregados se creara un fondo de víctimas 
que tiene como finalidad la “reparación material de las víctimas del conflicto, en el marco de 
las medidas de reparación integral”. 
Sin embargo, respecto a la entrega del inventario inicial, ha existido un notorio 
incumplimiento, que se observa concretamente en la gráfica que se muestra a continuación: 
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Figura 6. Entrega de los bienes de las FARC-EP en el marco del proceso de paz. 
 
Fuente: El Tiempo (2020).  
En esa medida, y teniendo en cuenta que no se han entregado la totalidad de los bienes a los 
que se comprometió las FARC-EP que precisamente son el insumo primario para la creación 
del fondo de víctimas para las indemnizaciones o reparaciones por equivalencia en dinero, 
hay un incumplimiento en los compromisos adquiridos por parte de los excombatientes.  
Lo anterior, en la medida que no se ha hecho entrega de la totalidad de los bienes 
mencionados en el marco del acuerdo de paz, siendo esto, otro de los obstáculos que se 
presenta para el cumplimiento de los fines de reparación integral que se debe garantizar en 
el marco de los procesos de justicia transicional.  
De igual modo, como lo advierte Mendoza (2017), en este caso concreto donde se juzgan los 
crímenes cometidos en el marco de una organización criminal, es necesario identificar a los 
máximos responsables, para de este modo aplicar las medidas y penas que se plantearon 
dentro del proceso de justicia transicional, sin embargo, a la fecha existe únicamente un auto 
proferido el 26 de enero del año 2021 que imputa una serie de conductas punibles a 8 
excombatientes.  
Para finalizar, es importante que se avance con el juzgamiento de los máximos responsables 
de las antiguas FARC-EP, así mismo es necesario fijar consensos respecto de la entrega de 
bienes que se iban a entregar para el fondo de víctimas. Solo de esta manera será posible 
conocer los posibles inconvenientes que se han tenido para ello, y alrededor de lo anterior 




De lo analizado en el presente artículo de reflexión, se puede indicar que las condiciones para 
la participación política de los excombatientes de las FARC-EP no cumplen total e 
íntegramente a los fines de verdad y justicia en el marco de la justicia transicional. Lo 
anterior, teniendo en cuenta que la reglamentación de la participación en política de los 
excombatientes no se señalaron requisitos previos de sometimiento a la justicia o reparación 
a víctimas que debieran cumplirse para poder acceder a la reincorporación política.  
Esto se logra evidenciar en el ejercicio político que hoy en día ejercer varios de los 
comandantes de las antiguas FARC-EP, sin que hoy en día estos hayan sido juzgados por la 
JEP, ni tampoco se haya realizado un proceso de verdad integra sobre los hechos acaecidos 
en el marco del posacuerdo, lo que representa un obstáculo para el conocimiento de la Verdad 
y de las debidas Reparaciones que deban surtirse en el proceso de Justicia Transicional. 
En ese sentido, las condiciones que a la fecha se requieren para que los excombatientes 
participen activamente en política no tienen un enlace inmediato con la reparación de las 
víctimas a través del reconocimiento de los hechos perpetrados por el grupo armado, ni 
tampoco se fue previsto que previo al ejercicio político exista un efectivo sometimiento a la 
justicia y juzgamiento por parte del tribunal competente en este caso la JEP.   
Desde este punto, y pese a que se ha revelado que miembros actuales de este partido político 
han estado involucrados en crímenes de lesa humanidad, su representación política se 
materializó sin seguir los postulados del Derecho Internacional Humanitario, ni los del 
Estatuto de Roma, que son estándares internacionales que Colombia como Estado esta 
obligado a cumplir.  
Sobre la participación en política, se genera la impresión de que se priorizó el cumplimiento 
del Acuerdo Final frente a los beneficios que tienen los excombatientes, dejando de lado los 
derechos de las víctimas, que hoy no se ven dentro de los procesos que adelanta la JEP, pues 
el cumplimiento de los fines de verdad, justicia, reparación y las garantías de no repetición 
parecieran desde la simple percepción no estar inmersos en este proceso. Y, por el contrario, 
estos son testigos de cómo se desconocen crímenes que fueron cometidos y evidenciados por 
todo el país durante más de 60 años en el territorio nacional. 
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En este orden de ideas, y a pesar que es evidente el incumplimiento que se ha presentado por 
parte de los integrantes del grupo armado FARC-EP y como se dejó en claro en esta 
investigación, la reparación de las víctimas no es integral aún, y es hoy una de las 
consecuencias que podría acarrear dicho incumplimiento, ya que en las normas que regulan 
la participación en política de este grupo, se determinó que ninguna sanción que imponga la 
JEP inhabilitara a los miembros de este partido para el ejercicio político. 
Es relevante señalar que la reconciliación efectiva en el marco del posacuerdo únicamente 
puede configurarse a partir de que se concreten criterios de justicia y reparación frente a las 
víctimas, ello teniendo en cuenta que son estas las bases de una nueva sociedad en la cual 
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